Juzgado de Instrucción n.º 1 de BURGOS
Avda. Reyes Católicos, n.º 53, planta 4ª - 09071
NIG: 09.059.43.2-2021/0002381
Procedimiento: 
DPA Diligencias Previas Procedimiento Abreviado 489/2021



PROCEDIMIENTO ABREVIADO N.º 142/2022
Delito/delito Leve: INJURIA
Denunciante/Querellante:  D. ÁNGEL SERRANO BARBERÁN, D. EMILIO JOSÉ 



BORQUE LAFUENTE, D. CARLOS GRANADOS MOYA, D. 



JOSÉ LUIS LORENZO GONZÁLEZ, MINISTERIO FISCAL.
PROCURADOR:
ABOGADO:
Denunciado/Querellado:    D. ENRIQUE FERNANDO ÁREA SACRISTÁN.
PROCURADORA:  MARTA FRANCH MARTÍNEZ
LETRADO:  JOSÉ ALBERTO ALONSO NEIRA
AL JUZGADO DE INSTRUCCIÓN NÚM. 1 DE  BURGOS
PARA ANTE LA ILMA. AUDIENCIA PROVINCIAL DE BURGOS
MARTA FRANCH MARTÍNEZ, Procuradora de los Tribunales de Madrid, col. n.º 1388, y de D. ENRIQUE FERNANDO ÁREA SACRISTÁN, DNI 16.260.990-J, bajo la dirección letrada de Don José Alberto Alonso Neira, colegiado número 47.420 del Ilustre Colegio de Abogados de Madrid, según consta acreditado en Diligencias Previas arriba referidas seguidas ante ese Juzgado, ante el Juzgado comparezco y como proceda en Derecho DIGO: 

Que, en pasada fecha de veinticuatro de octubre de dos mil veintidós, le ha sido notificado Auto de fecha 20/10/2022, que vienen a ser contradictorio en sí con el anterior Auto de fecha 21/09/2022, pues mientras en uno se resuelve en su PARTE DISPOSITIVA: 
 “HECHOS 
PRIMERO. - Por auto de fecha 5/09/2022 se acordó seguir el trámite establecido por los artículos 780 y ss. de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, ordenándose en el mismo se diera traslado de las actuaciones al Ministerio Fiscal para que en plazo común de DIEZ DIAS solicitara la apertura del juicio oral formulando escrito de acusación o el sobreseimiento de la causa o, excepcionalmente, la práctica de diligencias complementarias. 
SEGUNDO. - El Ministerio Fiscal manifestó/aron la imposibilidad de formular escrito de acusación por falta de elementos esenciales para la tipificación de los hechos, por lo que instó/aron con carácter previo la práctica de diligencias. 
FUNDAMENTOS JURÍDICOS 
ÚNICO.- De conformidad con lo establecido en el artículo 790-2 Ley de Enjuiciamiento Criminal resulta procedente la práctica de las siguientes diligencias instadas por el Ministerio Fiscal consistente en realizar el preceptivo ofrecimiento de acciones a las víctimas de los 4 delitos de injurias imputados, debiendo manifestar expresamente si renuncian o reclaman indemnización por daños y perjuicios que se les pudieran haber irrogado a JOSÉ LUIS LORENZO GONZALEZ, CARLOS GRANADOS MOYA, ANGEL SERRANO BARBERÁN y EMILIO BORQUE LAFUENTE, las cuales se habrán de realizar con intervención de las partes personadas y del imputado a través de su representación. 
PARTE DISPOSITIVA 
SE ACCEDE A LA PRÁCTICA DE DILIGENCIAS COMPLEMENTARIAS solicitadas por el Ministerio Fiscal; a estos efectos: 
-Hágase el preceptivo ofrecimiento de acciones a las víctimas de los 4 delitos de injurias imputados, JOSÉ LUIS LORENZO GONZÁLEZ, EMILIO BORQUE LAFUENTE, CARLOS GRANADOS MOYA y ÁNGEL SERRANO BARBERÁN, debiendo manifestar expresamente si renuncian o reclaman indemnización por daños y perjuicios que se les pudieran haber irrogado, para lo cual, respecto a José Luis Lorenzo y Emilio Borque, líbrese oficio a la ASESORÍA JURÍDICA DEL CUARTEL GENERAL DEL EJÉRCITO. SECCIÓN DE INTELIGENCIA Y SEGURIDAD. CALLE PRIM, 6-8, DE MADRID; respecto a Ángel Serrano Barberán, ofíciese a la Subdelegación de Defensa de Sevilla; y en cuanto a Carlos Granados Moya, cítesele ante este Juzgado para el próximo día 3/10/22, a las 10:00 horas.”
 Sin embargo, en el adjunto AUTO que ahora se notifica a efecto de ALEGACIONES en su PARTE DISPOSITIVA se resuelve “Se confirma la resolución recurrida y se desestima el recurso interpuesto.”.


Estimando este último Auto, que confirma el de 05/09/2022, notificado el 09/09/2022, perjudicial a los intereses de mi cliente e injusto, dicho sea en estrictos términos de ejercicio de sus derecho de defensa, se ha presentado contra el mismo, en tiempo y forma, RECURSO DE REFORMA, subsidiario DE APELACIÓN, y mediante el presente venimos a efectuar ALEGACIONES COMPLEMENTARIAS al citado recurso, interpuesto en fecha 12/09/2022. 


Así pues, cumplimentando el traslado al recurrente para que en el plazo de cinco días alegue lo que estime oportuno antes de dar traslado al fiscal, mediante el presente venimos a exponer:


Por medio del presente venimos a formular alegaciones y presentar, en su caso, los documentos justificativos de nuestras peticiones, en los términos establecidos en el artículo 766.4 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal.
E X P O S I T I V O S
PRIMERO. - Efectivamente, El Fiscal, mediante escrito de 17/09/2022, “despachando el traslado conferido, al amparo de lo establecido en el art. 780.2 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal solicitaba la práctica de las siguientes diligencias para poder formular acusación:
Realícese el preceptivo ofrecimiento de acciones a las víctimas de los 4 delitos de injurias imputados DEBIENDO MANIFESTAR EXPRESAMENTE SI RENUNCIAN O RECLAMAN INDEMNIZACIÓN POR DAÑOS Y PERJUICIOS QUE SE LES PUDIERAN HABER IRROGADO:
* SARGENTO JOSÉ LUIS LORENZO GONZÁLEZ
* CORONEL JURÍDICO CARLOS GRANADOS MOYA
* GENERAL AUDITOR ÁNGEL SERRANO
* CORONEL EMILIO BORQUE LAFUENTE”
Sin embargo, sobre el particular y sobre la práctica de dicha diligencia, si se ha llegado a producir y el pronunciamiento, en su caso, del Ministerio Fiscal, no dice nada el Auto de 20/10/2022, que se limita a recoger una valoración totalmente subjetiva sobre el contenido de las expresiones, extremo que no le es dado al instructor, que debe basar su Auto en hechos objetivos y, por ende, no ha entrado en la argumentación exculpatoria de esta parte, que ni rebate ni alude, pues hace clara omisión de su presentación, como viene siendo costumbre de Su Señoría omitir pronunciarse sobre los escritos presentados por esta parte y que constan en autos, lo que viene a generar una clara indefensión para la parte, por omisión del trabajo de su representación y asistencia procesal.

El TS ha incorporado la doctrina del TEDH a nuestro sistema procesal y constitucional, para evitar la lesión del derecho a la presunción de inocencia y a un proceso con todas las garantías. Entre el 29 de septiembre de 2011 y el 24 de julio de 2015 ha dictado sesenta y cuatro resoluciones en las que ratifica la consideración de los elementos subjetivos como hechos subjetivos y, en consecuencia, ligados al derecho a la presunción de inocencia. El modo en que el TS incorpora la jurisprudencia del TEDH desde el año 2011, considerando los elementos subjetivos como hechos sin paliativos, resulta especialmente contundente.
La jurisprudencia del TEDH ahora incorporada a nuestro sistema jurídico obliga a tratar de modo idéntico tanto la vertiente objetiva del comportamiento (hecho objetivo) como la subjetiva (hecho subjetivo), quedando ambos vinculados al principio de presunción de inocencia. La traslación de esta doctrina jurisprudencial a la fase de instrucción, para la que no se atisban impedimentos formales o materiales (y mucho menos constitucionales), supone una cierta revolución en el proceso penal tal y como se entiende en la actualidad.
Ello obligará al juez de instrucción (o al órgano de apelación en sus legítimas funciones de revisión vía recurso) a justificar la presencia de elementos suficientes para afirmar, siquiera sea indiciariamente, el hecho subjetivo; y, a contrario sensu, a justificar las razones por las que considera que no concurren tales elementos, siendo entonces imposible la acreditación indiciaria del hecho subjetivo. En el primer caso ello permitirá la apertura de la fase intermedia; en el segundo, la crisis del proceso y el sobreseimiento libre o provisional. 
Sin embargo, la práctica habitual de los juzgados de instrucción sigue excluyendo el análisis de la acreditación indiciaria del dolo o la imprudencia de la labor de instrucción, fiando al juicio oral dicha tarea; al tiempo, las audiencias provinciales (con alguna incipiente excepción que seguidamente se expone) continúan imponiendo a los órganos de instrucción el hecho objetivo como límite de las funciones de investigación y acreditación indiciaria. Lo que implica una tensión del principio de presunción de inocencia materialmente equivalente a la lesión misma del derecho fundamental, pues no es posible entonces deslindar en qué hipótesis el procedimiento será objeto de enjuiciamiento porque razonablemente concurran indicios de realización subjetiva del hecho y en qué otras el enjuiciamiento tendrá lugar a pesar de la clara inexistencia de tales indicios, que habrán sido presumidos en el auto de continuación por los trámites del Procedimiento Abreviado.
SEGUNDO.- No resuelve las motivaciones jurídicas e, incluso, gramaticales o dialécticas, desgranadas por esta representación procesal y vulnera los derechos y garantías de la parte; para efectuar esta actuación esquiva y regateo, utiliza el siguiente subterfugio, a saber:
Expresa el Auto en su Razonamiento Jurídico Único: “No se comparten los argumentos esgrimidos por la defensa en su recurso dado que se trata de valoraciones que, en su caso, deberán plantearse en el acto de juicio oral. 
Las expresiones utilizadas en los artículos tienen un contenido vejatorio injustificable y por ello no pueden excusarse cuestionando la capacitación personal de los aludidos. Nada tiene que ver el extracto de hechos contenido en el auto recurrido, con expresiones y comentarios insultantes, con el contenido de la sentencia del Tribunal Supremo que aporta la defensa y en la que también se cuestionaba el derecho a la libertad de expresión en el que se ampara el recurrente.” 
TERCERO. - Nada expresa el Auto recurrido sobre los muchos alegatos incluidos en nuestro recurso, limitándose a valorar superficialmente el contenido y derecho en que se contrae la libertad de expresión, que invocamos profusamente, así como la inexistencia de expresiones insultantes o vejatorias, ni la concurrencia de un animus iniuriandi. Sin embargo, repite en dos ocasiones, una en el Hecho Segundo del Auto: “Conferidos los traslados oportunos, el fiscal solicitó la confirmación de la resolución recurrida”, y otra en el Razonamiento Jurídico Único:   “En definitiva, debe acogerse el criterio del fiscal y confirmar la resolución recurrida”, para acreditar la confirmación de la resolución, compartiendo una supuesta solicitud de confirmación de la Fiscalía que, más allá de su último escrito de 17/09/2022, reseñado en el EXPOSITIVO PRIMERO de estas alegaciones, esta parte desconoce, pues no le ha sido dado traslado de la misma en ningún momento y pudiese ser incluso que nunca se hubiese producido, así como la comparecencia de los presuntos perjudicados; lo cual redundaría en la idea de indefensión de esta parte y prejuicio por parte de Su Señoría del asunto.


CUARTO. - Por medio de Providencia de 29/04/2022, se resolvió por Su Señoría: “solicítese a los perjudicados testimonio del expediente disciplinario seguido contra el investigado que instruyó el Teniente Coronel Sr. Serrano Barberán en el que conste la intervención de los afectados por los artículos, la función que desempeñaban en dicho expediente, la resolución firme que recayó en su día y la resolución o los hechos en virtud de los cuales se incoó.”. A través de Diligencia de Ordenación de 26/05/2022 se tuvo por unido como expediente disciplinario uno distinto que no tiene nada que ver con el objeto del asunto ni con el contenido ni orígenes del artículo denunciado (y del que tampoco, en este caso, se ha dado traslado a esta parte), lo cual no merece ni siquiera mayor comentario, pues tratándose de MATERIA CLASIFICADA, cuya desclasificación no ha sido solicitada, la misma deberá ser separada del asunto y no tenida en consideración, so pena de haber ya incurrido en una presunta responsabilidad tanto las personas o funcionarios que la hayan facilitado como aquellas otras que no tienen derecho ni necesidad de conocer. Efectivamente, el firmante del oficio que remita dicha documentación, así como las personas que hubiesen tenido ilegítimamente acceso a la indicada documentación podrían haber incurrido en un presunto delito de ACCESO Y DESCUBRIMIENTO DE SECRETOS; mediante la obtención y puesta a disposición de información catalogada como MATERIA CLASIFICADA. Por ello, desde este mismo momento, venimos a solicitar TESTIMONIO DE LOS AUTOS para el estudio y presentación de la oportuna QUERELLA CRIMINAL contra los presuntos responsables.


Y es que, a la vista de las actuaciones, con aportación e investigación sobre un expediente disciplinario que nada tiene que ver con el objeto de la denuncia, así como la obtención de documentación catalogada como MATERIA CLASIFICADA, y la incorporación de otros artículos digitales que no guardan relación con la denuncia ni vienen referidos a los mismos hechos, se ha incurrido por parte de Su Señoría, dicho sea con el mayor respeto y como constatación del devenir de incumplimiento de las mínimas normas procedimentales, dicho sea en términos de defensa, en una INVESTIGACIÓN PROSPECTIVA vetada a la fase instructora y contraria a los derechos del investigado.
    

¿Son legales en España este tipo de investigaciones?


Las investigaciones prospectivas están prohibidas sobre personas concretas que buscan encontrar indicios incriminatorios. En palabras de la Fiscalía General del Estado, de acuerdo con una circular emitida en 2013, “quedan prohibidas las investigaciones generales sobre la conducta o actividades de una persona y las investigaciones prospectivas. No deben iniciarse unas diligencias de investigación sino en virtud de la noticia de la comisión de un hecho concreto que revista los caracteres de infracción penal”. 


Es lo mismo que establece la Ley de Enjuiciamiento Criminal en su artículo 777: “El Juez ordenará a la Policía Judicial o practicará por sí las diligencias necesarias encaminadas a determinar la naturaleza y circunstancias del hecho, las personas que en él hayan participado y el órgano competente para el enjuiciamiento”.


Las investigaciones prospectivas, tanto policiales como fiscales, están prohibidas en nuestro ordenamiento jurídico. «No se puede salir a investigar ‘en modo a ver lo que pesco’.


Se debe desechar “tanto las investigaciones generales o prospectivas, dirigidas a la búsqueda de ‘algo’, que pudiera ser un indicio de delito”, así “como la extensión sin límite de las investigaciones dirigidas a explorar, sin verdadero soporte real, el posible hallazgo de eventuales infracciones penales”. 


«Las reglas de juego son las reglas de juego y hay que respetarlas». El aparente conflicto entre la libertad de expresión y la presunción de inocencia se produce como consecuencia de diversos excesos, especialmente la proliferación de los juicios paralelos y las filtraciones de las actuaciones judiciales.


Este alegato ya fue recogido con mayor profusión en el RECURSO DE REFORMA, subsidiario de APELACIÓN, y obviado por Su Señoría en este último Auto de 20/10/2022.


Por “Acuerdo del Consejo de Ministros de 28 de noviembre de 1986 todo procedimiento disciplinario constituye materia RESERVADA sujeta a la normativa de protección de materias clasificadas, que las copias o duplicados de una materia clasificada gozan del mismo tratamiento y garantía que el original y que el uso ilegítimo de los datos o circunstancias conocidos a través de la misma, incluido su conocimiento por terceros no autorizados, está sujeto a las responsabilidades que procedan tanto en el ámbito penal como disciplinario” (artículo 13 de la Ley 9/1968, de 5 de abril, sobre secretos oficiales, redactado por Ley 48/1978, de 7 de octubre).


El inciso 6 Apartado Segundo del Acuerdo del Consejo de Ministros de 28 de noviembre de 1986, por el que se clasifican determinados asuntos y materias con arreglo a la ley de secretos oficiales, otorga, con carácter genérico, la clasificación de RESERVADO a “Las conceptuaciones, informes individuales y sanciones del personal militar” Y el Apartado Tercero del propio Acuerdo para mayor abundamiento especifica que “Tendrá la misma clasificación genérica de … RESERVADO, … todos aquellos documentos necesarios para el planeamiento, preparación o ejecución de los documentos, acuerdos…”


Este Acuerdo de ministros en relación con la Ley de secretos oficiales de 1968, modificada en artículo único por la Ley 48/1978, define en su artículo único que:


Tres. Los artículos segundos; cuarto; quinto; diez, apartado dos, y trece quedan redactados de la siguiente forma:


«Artículo segundo. – A los efectos de esta Ley podrán ser declaradas "materias clasificadas" los asuntos, actos, documentos, informaciones, datos y objetos cuyo conocimiento por personas no autorizadas pueda dañar o poner en riesgo la seguridad y defensa del Estado.


Artículo cuarto. – La calificación a que se refiere el artículo anterior corresponderá exclusivamente, en la esfera de su competencia, al Consejo de ministros y a la Junta de Jefes de Estado Mayor.


Artículo trece. – Las actividades reservadas por declaración de Ley y las "materias clasificadas" no podrán ser comunicadas, difundidas ni publicadas, ni utilizado su contenido fuera de los límites establecidos por la Ley. El incumplimiento de esta limitación será sancionado, si procediere, conforme a las Leyes penales, y por vía disciplinaria, en su caso, considerándose en este último supuesto la infracción como falta muy grave.»


Lo que quiere decir que todo expediente disciplinario puede dañar o poner en riesgo la seguridad y defensa del Estado.


Asimismo, el art.º 3 de la Ley 36/2015, de 28 de septiembre, de la Seguridad Nacional:


Artículo 3.- A los efectos de esta ley se entenderá por Seguridad Nacional la acción del Estado dirigida a proteger la libertad, los derechos y bienestar de los ciudadanos, a garantizar la defensa de España y sus principios y valores constitucionales, así como a contribuir junto a nuestros socios y aliados a la seguridad internacional en el cumplimiento de los compromisos asumidos.


Y todo ello por ser la disciplina en los Ejércitos un factor esencial de la Defensa Nacional como queda plasmado en la LO 5/2005 de la Defensa Nacional que contempla en la misma en su “De las reglas esenciales del comportamiento de los militares”.


Por razones de economía procesal, la misma que ha tenido Su Señoría a despachar el Recurso de Reforma con escueto AUTO, falto de motivación y sobrado de subjetividad, pero físicamente abultado al escribir en tres páginas lo que hubiese cabido en una sola, con evidente ahorro físico de papel al momento de imprimir; remitimos para un mejor estudio a la querella en su día aportada por esta parte, unida a autos con fecha 13/05/2022, así como al documento pericial que, numerado bajo el número 15, acompaña a la misma (obrante querella y documentos ante el Juzgado Instructor de la misma, a la sazón el número 4 de Burgos - NIG: 09.059.43.2-2021/0002723, Procedimiento: DPA Diligencias Previas Procedimiento Abreviado 459/2021, Delito/delito Leve: DESCUBRIMIENTO DE SECRETOS).


En efecto, si se observa la denuncia que da lugar a este procedimiento, el expediente disciplinario aludido en el artículo digital denunciado, así como en el contenido y documentos de la propia denuncia, es el EDFMG 59/2020, y no el que se ha incorporado, sin duda con intervención de muy mala fe en su facilitación (además presuntamente delictiva, como se ha visto), que es el EDFG 1/2018.


QUINTO.- De este modo, de conformidad con el otro expresado Auto de 21/09/2022, ahora omitido en esta resolución recurrida, y que resolvía realizar actuaciones, que ya fueron señaladas de oficio en otro anterior Auto de fecha , parece que ni se han practicado, ni se dio traslado para su sustanciación ni al Ministerio Fiscal ni a la parte denunciada; resultando que las mismas son necesarias, al parecer jurídico y fáctico expresado por esta parte y por el Ministerio Fiscal, y no desvirtuado en concreto por el Auto impugnado, que carece de una motivación jurídico/fáctica suficiente, sin motivarse en los hechos y alegatos concretos pronunciados en el recurso, reiterativo y complementarios a la querella facilitada y unida el 13/05/2022. Mediante el presente venimos a instar que se revoque el Auto de 20/10/2022, para que siendo devuelto al Juzgado de origen, se ordene el sobreseimiento y archivo provisional,a la vista de todo lo expresado en el RECURSO DE APELACIÓN y estas ALEGACIONES COMPLEMENTARIAS o, en caso contrario, se resuelva la sustanciación de las Diligencias Previas aún pendientes, con práctica de actuaciones indagatorias, antes de procederse al archivo o apertura del procedimiento abreviado de la causa, de conformidad con los alegatos incluidos en la querella de esta parte, el recurso interpuesto y las presentes alegaciones, que vienen a acreditar hechos no considerados por la juzgadora de la primera instancia. Por supuesto, ordenando la separación (y no toma en consideración) de los autos de aquellos documentos que pertenecen a MATERIA CLASIFICADA, así como de aquellos otros artículos digitales e indagaciones que no pertenecen al objeto de la DENUNCIA, por extralimitarse y devenir de una INVESTIGACIÓN PROSPECTIVA.


SEXTO. - Y, por último, se produzca la corrección formal de eliminar del encabezamiento de este procedimiento el nombre de los supuestos perjudicados (no comparecidos ni personados), a saber, D. ÁNGEL SERRANO BARBERÁN, D. EMILIO JOSÉ BORQUE LAFUENTE, D. CARLOS GRANADOS MOYA y D. JOSÉ LUIS LORENZO GONZÁLEZ, como denunciantes, puesto que no ostentan la indicada condición.
A estos expositivos son de aplicación los siguientes,
F U N D A M E N T O S   D E   D E R E C H O
I

El presente recurso de apelación se interpone siguiendo los postulados del artículo 222 y siguientes, en relación con el 766, de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, ante el Juzgado que dictó el auto, de conformidad con el artículo 219 L.E.Crim. 
II

Las actuaciones judiciales iniciales de las investigaciones procesales penales del llamado Procedimiento Abreviado, se documentan a través de las llamadas Diligencias Previas, que no son sino la recopilación de estas en los asuntos castigados con pena privativa de libertad no superior a 9 años, o cualesquiera otras de distinta naturaleza, sean únicas, conjuntas o alternativas, cualquiera que sea su cuantía o duración. 

Se regulan en los artículos 774 a 797 bis de la Ley de Enjuiciamiento Criminal. El artículo 774 LECrim. considera la unión de todas esas diligencias probatorias de la investigación que realiza el Juez de Instrucción en el Procedimiento Abreviado, como las Diligencias Previas.

La primera actuación que suele incorporarse a las Diligencias Previas suele ser el atestado, aunque también pueden iniciarse por denuncia o querella ante el Juez o investigaciones preliminares del Ministerio Fiscal. 

Las diligencias probatorias sumariales que conforman las Diligencias Previas son las testificales, periciales, inspecciones, ocupación del cuerpo delictivo, documentales, etc. 

La actuación crucial sin la que las Diligencias Previas no pueden transformarse en ulterior procedimiento por delito (artículo 779.1. 4º Ley de Enjuiciamiento Criminal), es la toma de declaración al imputado. 

El artículo 776 Ley de Enjuiciamiento Criminal, a continuación, regula las especificidades propias de las Diligencias Previas del Procedimiento Abreviado, respecto de la declaración de los testigos. 

Se establece también para este procedimiento, como no podría ser de otro modo, la personación en la causa del Ministerio Fiscal desde el principio (artículo 777 Ley de Enjuiciamiento Criminal), para ejercer su labor de parte pública supervisora de la instrucción en todo proceso penal, y los fines de la investigación que persigue el Procedimiento Abreviado a su través, que son:
* La práctica de las diligencias pertinentes para determinar la naturaleza -penal o no- y las circunstancias del hecho.
* Las que vayan encaminadas a averiguar las personas que hayan podido participar en él, y
* Las que lleven a averiguar el Órgano judicial -Audiencia Provincial, Juez de lo Penal o aforado- competente para el enjuiciamiento.
III

En cuanto a la motivación de los autos, expresa el art. 208.2 de la Ley de Enjuiciamiento Civil, en relación con el artículo 141 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal que: “Los decretos y los autos serán siempre motivados y contendrán en párrafos separados y numerados los antecedentes de hecho y los fundamentos de derecho en los que se base la subsiguiente parte dispositiva o fallo”. La ley incriminatoria expresa: “Los autos se redactarán fundándolos en Resultandos y Considerandos, concretos y limitados unos y otros a la cuestión que se decida”. Pues bien, el Auto de 20/10/2022 no se refiere a los argumentos esgrimidos en el escrito de impugnación, Recurso de Reforma, de 12/09/2022, ni resuelve por ende sobre los mismos. Ni ha tenido tampoco en consideración, ni resuelto, otros escritos presentados por esta parte en el procedimiento.
Por todo lo dicho,
SUPLICO AL JUZGADO PARA ANTE LA ILMA. AUDIENCIA PROVINCIAL: Que habiendo por presentado este escrito con sus copias, se sirva admitirlo y tenerlo por interpuesto, en relación con el citado AUTO de fecha 20 de octubre de 2022, notificado el día 24 de octubre de 2022, y el AUTO de fecha 05 de septiembre de 2022, de que trae causa (contradictorios con el expresado AUTO de 21 de septiembre de 2022, que devolvió la causa a la fase de DILIGENCIAS PREVIAS), y en consideración de lo expuesto en el presente escrito, dándole el trámite de alegaciones al RECURSO DE APELACIÓN, en ambos efectos, se remita el mismo junto con el testimonio de autos a la Audiencia Provincial, para que, previamente emplazadas las partes ante ella, se celebre VISTA, tras la cual se deje sin efecto el auto indicado, revocándolo, en los términos expresados en el EXPOSITIVO QUINTO DE ESTAS ALEGACIONES 8y con la corrección de lo indicado en el EXPOSITIVO SEXTO). 

PRIMER OTROSÍ DIGO, que a los efectos de que queden bien fijados los hechos acaecidos, mediante la mínima indagación necesaria, es de interés de esta parte que se ordene que se practiquen las Diligencias Previas indicadas en el cuerpo de este recurso, ofrecidas en el omitido Auto de 21/09/2022,

SUPLICO AL JUZGADO PARA ANTE LA ILMA. AUDIENCIA PROVINCIAL, la apertura de un período probatorio previo a la VISTA, en que poder presentar todos aquellos extremos o documentos referidos en el RECURSO y estas ALEGACIONES, así como todas aquellas aclaraciones que puedan ser solicitadas a esta parte por la Ilma. Sala ante la que tenemos el honor de dirigirnos y solicitar JUSTICIA, en su caso, de lo aquí expuesto y puesto de manifiesto en los recursos y escritos de la primera instancia.

SEGUNDO OTROSÍ DIGO, que a los efectos señalados en el artículo 231 en relación con el 791 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, interesa a esta parte la citación de las partes para VISTA en AUDIENCIA PÚBLICA. En virtud de lo cual,

SUPLICO AL JUZGADO PARA ANTE LA ILMA. AUDIENCIA PROVINCIAL, el señalamiento de día y hora para la celebración de VISTA en AUDIENCIA PÚBLICA, con citación de las partes personadas.

TERCER OTROSÍ DIGO, que a tenor de lo dispuesto en el artículo 231 de la L.E.C. mi representado según actúa manifiesta expresamente su voluntad de cumplir todos los requisitos exigidos en la misma, ofreciendo la subsanación de cualquier defecto incurrido, y por ello,

SUPLICO AL JUZGADO PARA ANTE LA ILMA. AUDIENCIA PROVINCIAL, se tenga por hecha la anterior manifestación, resolviendo de conformidad con lo solicitado. 

Es justicia que, para Principal y Otrosíes, pido en BURGOS, a 16 de noviembre de dos mil veintidós.
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Marta Franch Martínez



José Alberto Alonso Neira
  

PROCURADORA


 

ABOGADO  

Col. n.º 1388





Col. nº 47420  

NOTA: Siendo aplicable la Ley Orgánica 15/99 de 13 de diciembre, de Protección de Datos de Carácter personal, y en los artículos 236 bis y siguientes de la Ley Orgánica del Poder Judicial, los datos contenidos en este escrito y en la documentación adjunta son confidenciales, quedando prohibida su transmisión o comunicación pública por cualquier medio debiendo ser tratados exclusivamente para los fines propios del presente procedimiento.


